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en el Real Decreto-ley 70/1978, de 29 de diciembre, al no haberle 
sido aplicada la cuantía que a la proporcionalidad 4 le corresponde 
como Agente de la Administración de Justicia, y ante el silencio 
administrativo aplicado a la reclamación del referido Agente, se ha 
dictado sentencia por la mencionada Sala con fecha 31 de diciem­
bre de 1985. cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: La Sala acuerda la estimación del recurso inter­
puesto por don Jaime Pernas Parga contra la desestimación por 
silencio administrativo ,del Ministerio de Justicia a la petición 
formulada en escrito de 20 de noviembre de 1981 y reiterada en 29 
de marzo de 1982, sobre liquidación de trienios; en consecuencia, 
se declara la nulidad de la citada denegación por no ser conforme 
al ordenamiento jurídico y el derecho del 'recurrente a que la 
cuantía de los trienios en los años 1978 y 1979 le sean cuantificados 
en función del índice de proporcionalidad 4; se condena a la 
Administración al abono de las diferencias correspondientes entre 
lo percibido y lo que debió haber percibido, y no se hace un expreso 
pronunciamiento sobre las costas. Firme que sea la presente, 
devuélvase el expediente administrativo al Centro de su proceden­
cia, juntamente con certificación y comunicación. Así lo pronun­
ciamos, mandamos y firmamos. Firmada y rubricada.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo establecido 
en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla en sus 
propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 4 de marzo de 1986.-P. D., el Subsecretario, Liborio 

Hierro Sánchez-Pescador.

limo. Sr. Director general de Relaciones con la Administración de
Justicia.

8365 RESOLUCION de 17 de marzo de 1986, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, en 
el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador 
de los Tribunales don Elías Meaurio Rementería 
contra la negativa del Registrador mercantil de Vito­
ria a inscribir dos actas de protocolización de acuerdos 
sociales de la Sociedad «Lázaro Ituarte, Sociedad 
Anónima».

En el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de los 
Tribunales don Elias Meaurio Rementería contra la negativa del 
Registrador mercantil de Vitoria a inscribir dos actas de protocoli­
zación de acuerdos sociales de la Sociedad «Lázaro Ituarte, 
Sociedad Anónima»;

Resultando que por acta autorizada por el Notario de Bilbao 
don Víctor Iturregui Zugazaga, el día 14 de septiembre de 1983, 
número 1.214 de su protocolo, se procedió a protocolizar certifica­
ción de un acta de la Junta universal de la Entidad mercantil 
«Lázaro Ituarte, Sociedad Anónima», en la que constan los 
siguientes acuerdos: Separación del Consejero y Presidente del 
Consejo de Administración don José Ignacio Arroita Berenguer; 
revocación de todos los poderes, atribuciones y facultades conferi­
das por la Compañía, sin excepción alguna; separación de su cargo 
de otros Consejeros y nombramiento de nuevo Consejo de Admi­
nistración; que melante acta autorizada por el mismo Notario y 
el mismo día, número 2.215, se protocolizó certificación de un acta 
de- acuerdos del nuevo Consejo de Administración de la Sociedad 
citada, en la que se designaron cargos dentro del Consejo, se 
nombraron Consejeros-Delegados y se otorgaron nuevos poderes;

Resultando que dichas actas fueron presentadas en_el Registro 
Mercantil de Vitoria el día 16 de septiembre de 1983, según los 
asientos 539 y 540, respectivamente, a los folios 66 y 66 vuelto del 
tomo 20 del libro diario de presentación; que, posteriormente, don 
José Ignacio Arroita Berenguer aportó escritura autorizada por el 
Notario de Bilbao don José María Arrióla Arana el día 30 de julio 
de 1980, por la que se practicó la partición de la herencia de doña 
Ana María Garamendi Inchaurtieta, en la que se adjudicaban 2.900 
acciones de la expresada Sociedad, 20 legadas en pleno dominio a 
una de las hijas y 2.880 en proindiviso a los seis hermanos Ituarte 
Garamendi, únicos socios de la citada Compañía, quedando sujeta 
la adjudicación a las limitaciones que se derivan del testamento de 
la causante;

Resultando que el referido testamento, otorgado ante el Notario 
de Bermeo don Juan María Larrucea el día 10 de abril de 1980, que 
se transcribe en la escritura de partición de herencia antes citada, 
contiene, entre otras, las siguientes cláusulas: «Séptima: Instituye 
herederos por partes iguales a sus seis hijos, doña Corona, don. 
Lázaro, doña Ana, doña Belén, don Ignacio y doña María del 
Carmen Ituarte Garamendi ...» «Octava: Con la mira puesta en el 
interés de la familia ... y la propia composición del patrimonio 
familiar, la testadora, en uso de las plenas facultades que le confiere

su foralidad ayalesa, impone a sus herederos las siguientes limita­
ciones: ... B) Todos los bienes heredados y los que a ellos se 
equiparan ... durante el plazo que posteriormente se dirá quedarán 
sujetos en cuanto a su administración y disposición a! acuerdo que
adopten don .... , don.....y don Ignacio Arroita Berenguer en la
'forma que luego se amplía. En su calidad de administradores 
podrán realizar respecto de dichos bienes, siempre en interés y 
beneficio exclusivo de los herederos, toda clase de actos de 
administración, enajenación a título oneroso y gravamen. Ningún 
acto de tal naturaleza podrá realizarse por los herederos, durante el 
plazo que luego se dirá, si no es por medio de la decisión de las 
personas a las que esta función se les encomienda. E) Para el 
ejercicio de las facultades de administración y disposición sobre los 
indicados bienes, la testadora designa a las personas siguientes: A
don.... , a don.....y a su yerno don Ignacio Arroita Berenguer .....
Como normas básicas de actuación de las personas nombradas,
señala la testadora las siguientes ....  E-2) Para el ejercicio del
derecho de voto en las Sociedades de las que se participé, en 
especial en relación con las acciones de la Sociedad «Lázaro Ituarte, 
Sociedad Anónima», designarán a una de las personas que ejerzan 
las facultades de administración y disposición en este acto conferi­
dos en los casos en que legal o estatutariamente fuere precisa dicha 
actuación individual. Respecto a las acciones de esta última 
Sociedad, incluso aunque cesen en su función, por cualquier causa, 
todos los administradores previstos, mientras las acciones perma­
nezcan proindiviso, a tenor de lo previsto en el artículo 50 de la Ley 
de Sociedades Anónimas, la representación frente a la Sociedad, la 
ejercitará la hija mayor doña Corona Ituarte Garamendi. F) Las 
limitaciones que en este acto se imponen a los herederos subsisti­
rán, para todos ellos, en cuanto a las acciones de «Lázaro Ituarte, 
Sociedad Anónima», hasta que alcancen la edad de treinta y cinco 
años el más joven de los hijos de la testadora ... Novena: La 
testadora prohíbe toda intervención judicial en su herencia;

Resultando que dichas actas fueron calificadas con nota del 
tenor literal siguiente: «Acta número 1.214. Con vista de la 
escritura autorizada por el Notario de Bilbao don José Mana 
Arrióla Arana, el día 30 de julio de 1980, por el que se practicó la 
partición de herencia de doña Ana María Garamendi Inchaurtieta, 
que se aporta en el día de hoy, y en la que se inserta literalmente 
las cláusulas de su testamento otorgado ante el Notario de Bermeo 
don Juan María Larrucea, el día 10 de abril de i 980, y especial­
mente la cláusula 8.a, párrafo E-2) del mismo, sobre ejercicio del 
derecho de voto, se deniega la inscripción del documento por 
carecer de derecho de voto respecto a 2.980 acciones dé las 3.000 
acciones que representan al capital social, por lo que no se cumple 
lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley de Sociedades Anónimas. 
El defecto se considera insubsanable. Con esta calificación están 
conformes mis cotitulares. Vitoria-Gastciz, 19 de septiembre de 
1983.—El Registrador (firma ilegible)». Acta'número 1.215, asiento 
540, «Suspendida la inscripción del precedente documento por el 
defecto de previa inscripción. Vitdria-Gasteiz, 19 de septiembre de 
1983.—El Registrador (firma ilegible).»;

Resultando que doña Belén y doña Corona Ituarte Garamendi, 
en nombre y representación de «Lázaro Ituarte, Sociedad Anó­
nima» y don Elias Meaurio Rementería, en nombre y representa­
ción de los seis hermanos Ituarte Garamendi, interpusieron recurso 
de reforma y subsidiariamente recurso gubernativo contra la 
anterior calificación y alegaron: Que la separación del Consejero y 
Presidente del Consejo de Administración don José Ignacjo Arroi- 
tia Berenguer, no accionista, se debe a hechos tan graves como 
competencia ilícita, desviación de fondos y aportación de tecnolo­
gía propia a una empresa extranjera, que la calificación no se 
practicó en base a los documentos presentados y a los correspon­
dientes asientos del Registro, sino a un documento no aportado por 
la Sociedad, del que no existía noticia en el Registro Mercantil de 
Alava, que fue aportado tres días más tarde a la presentación de las 
actas sin que el Registrador los pidiera, pues no podía conocer su 
existencia; que se infringe con ello lo dispuesto en el artículo 5.° del 
Reglamento del Registro Mercantil que limita la calificación a lo 
que resulte de los títulos presentados y a ios correspondientes 
asientos del Registro; que el Registrador reconoce implícitamente 
la titularidad de las acciones y la validez del acta al no poner 
reparos a su inscripción derivados de su contenido; que arguye sólo 
el carecer de derecho de votó, contra la presunción de legalidad que 
tiene toda certificación de Junta de Sociedades, según constante 
doctrina de nuestro Tribunal Supremo y de la Dirección General de 
los Registros; que los Estatutos sociales debidamente inscritos en el 
Registro Mercantil de Vitoria declaran que los accionistas tienen el 
derecho de votar en las Juntas generales, y por ello, los problemas 
de fondo que plantea la nota de calificación son dos: Si por vía 
testámentaria puede modificarse la Ley de Sociedades Anónimas y 
los Estatutos sociales, en cuanto a los derechos mínimos de un 
socio en relación con la Sociedad; y si la foralidad ayalesa implica 
la no sujeción a las pormas imperativas o prohibitivas de la Ley de 
Sociedades Anónimas; que en cuanto a la primera cuestión es 
evidente que las cláusulas testamentarias no tienen validez alguna
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trente a lo que establece, de tórma rigurosa, la Ley de Sociedades 
Anónimas, pues el derecho de voto, como mínimo y fundamental, 
no puede tener limitación alguna que no esté prevista en la Ley de 
Sociedades Anónimas; que además el testamento vulnera el 
artículo 60 de dicha Ley, ya que la representación ha de ser expresa 
para cada Junta; que analizando los Estatutos sociales se llega a la 
misma conclusión; en cuanto a la segunda cuestión, que una cosa 
es la libertad de testar de los ayaleses y otra distinta que puedan 
contravenir normas de carácter imperativo y regular derecho ajenos 
al campo de la libre disposición de un aforado ayalés; en cuanto a 
la segunda acta, que resulta ilógico que el Registrador, teniendo a 
la vista ambos documentos, deniegue el primero y suspenda el 
segundo, que adolecerá de los mismos defectos si bien reconoce que 
esa cuestión no tiene trascendencia;

Resultando que el Registrador mercantil dictó acuerdo en el que 
mantenía en todos los extremos la nota de calificación del primer 
documento; presentado con el número 539, salvo una corrección de 
hecho consistente en sustituir la cifra 2.980 por la de 2.880, y daba 
una redacción a la nota calificadora del documento presentado con 
el número 540, que quedó con el siguiente tenor: «Suspendida la 
inscripción del precedente documentó por falta de previa inscrip­
ción»; y alegó: Que el artículo 421 del Reglamento Hipotecario, 
aplicable por la disposición adicional cuarta del Reglamento del 
Registro Mercantil, legitima al Registrador para exigir y basar su 
calificación en documentos que han podido no ser objeto de asiento 
de presentación específico; que el «inluitus personae» de la 
Sociedad Anónima familiar, debe fundamentar el que la califica­
ción registral trascienda, extraestaiutariamente, al examen de las 
relaciones privadas parasociales de los accionistas como legitiman­
tes de una actuación corporativa; que cuando el Registrador tenga 
dudas acerca de la válida constitución de una Junta puede exigir 
que se les acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos por 
el artículo 55 de la Ley de Sociedades Anónimas, a cuyos efectos 
requirió la aportación de la escritura de partición de herencia de 
doña Ana María Garamendi Inchaurtieta; que ningún precepto del 
Código se opone al nombramiento testamentario de un administra­
dor, tratándose de herederos voluntarios; que, si eso es admisible 
en aplicación del Código Civil, mucho más lo es un sistema 
testamentario regido por el más absoluto principio de libertad 
testamentaria cual es el comparado por el Fuero de Ayala; que la 
atribución testamentaria del ejercicio del derecho de voto al órgano 
de administración de la herencia es lícito pues no es contraria a la 
moral ni a las buenas costumbres, ni infringe preceptos legales de 
carácter imperativo; que no se vulnera el artículo 60 de la Ley de 
Sociedades Anónimas porque el mismo se refiere sólo a la 
representación voluntaria mientras que los administradores testa­
mentarios actúan como titulares interinos del ejercicio de las 
facultades relativas a las acciones integrantes del caudal relicto; que 
no se dan los requisitos exigidos por el artículo 55 de la Ley de 
Sociedades Anónimas para la válida constitución de la Junta 
universal, por cuanto que con respecto a 2.880 acciones los 
hermanos Ituarle tienen una titularidad privada del ejercicio de sus 
derechos inherentes; que, en cuanto al documento presentado bajo 
el número 540, es criterio constante que la falta de inscripción de 
un título previo constituye un motivo de suspensión y no de- 
denegación, permitiendo así al interesado obtener la garantía de la 
anotación preventiva de suspensión.

Resultando que se presenta escrito en nombre de la Sociedad 
«Lázaro Ituarte» y de don José Arroita Berenguer en el que se 
solicita la suspensión de la resolución del recurso gubernativo en 
base al artículo 114 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por 
haber interpuesto querella los hermanos Ituarte contra el mencio­
nado don José Arroita Berenguer, estando pendiente de recurso el 
auto desestimalorio de aquélla;

Vistos los artículos 392, 813, .910 y 1.051 del Código Civil; 40 
deja Ley de Sociedades Anónimas; artículo 62 de la Compilación 
de Vizcaya y Alava; artíeulo 114 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal; 66 de la Ley Hipotecaria; 132 y 421 del Reglamento 
Hipotecario; disposición adicional cuarta del Reglamento del 
Registro Mercantil; la sentencia del Tribunal Supremo de 27 de 
octubre de 1972, y las Resoluciones de 23 de julio y I de agosto de 
1958;

Considerando que cuestión previa a dilucidar es la de si habrá 
de quedar en suspenso la resolución de este expediente hasta tanto 
recaiga sentencia firme en la causa criminal seguida como conse­
cuencia de la querella interpuesta, es decir, si cabe aplicar el 
artículo 114 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y entender 
englobado el recurso gubernativo dentro del término «pleito» a que 
se refiere dicho articulóla lo que habrá que responder negativa­
mente dado que la exégesis de dicho articulo a través de una 
interpretación: a) gramatical, porque pleito entraña contienda entre 
partes; b) lógica, porque debe entenderse el precepto como man­
dato dirigido a los demás órganos jurisdiccionales, y c) finalista, 
porque la ratio legis es impedir que se produzcan fallos contradicto­
rios, aboga por esta solución negativa, y es que en efecto la 
naturaleza del recurso Rubernativo no es la de un pleito, ni el

Registrador puede ser parte, no se revuelve además por un órgano 
jurisdiccional y no tiene más alcance que el declarar o no 
inscribible un documento, y en este sentido son claros los artículos 
66 de la Ley Hipotecaria y 132 de su Reglamento al dejar a salvo 
las acciones de los interesados para contender entre sí;

Considerando que no hay obstáculo para que el Registrador 
tenga en cuenta en la calificación no sólo los documentos inicial­
mente presentados sino también los auténticos relacionados con 
éstos y presentados después, aunque no sea por la misma persona 
y hávanse o no reseñado los mismos en el asiento de presentación 
del título correspondiente (cfr. artículo 421-11 del Reglamento 
Hipotecario);

Considerando que conforme a lo establecido en el artículo 40 de 
la Ley de Sociedades Anónimas cuando una acción pertenece a una 
pluralidad de personas, el principio de indivisibilidad de las 
acciones impone, con carácter rígido, que no quepa que cada uno 
de los comuneros ejercite, por su cuota, los derechos de socio y, en 
concreto, el derecho de votar en las Juntas generales; en consecuen­
cia se establece que habrá de designarse una sola persona para que 
ejercite tales derechos sociales y esta designación queda sujeta a las 
reglas de la comunidad respectiva, sin que haya razón para 
entender que la Ley de Sociedades Anónimas se interfiere, a estos 
efectos, en el régimen interno de tal comunidad, pues normalmente 
serán los copropietarios los que, conforme al régimen de la 
copropiedad, harán la designación de la persona que ha de ejercitar 
los derechos sociales; pero las reglas ordinarias de la copropiedad 
sobre designación de la persona deben dejar paso, tratándose de 
otros tipos de comunidad, a sus disposiciones especiales;

Considerando que en la escritura de partición, de la que resulta 
la adjudicación de 2.880 acciones «por sextas e iguales partes en 
proindivisión», aparecen también las especiales reglas de esta 
comunidad establecidas por la testadora, sometida a! fuero de 
Ayala (y, por tanto sin sujeción a las prescripciones del artículo 813 
del Código Civil): a) Los hijos y herederos, cotitulares de las 
acciones, no son todavía copropietarios plenos; la adquisición de 
cada uno está sujeta a una sustitución fideicomisaria condicional, 
en favor de los demás o de los nietos, para el supuesto de que no 
admitiese voluntariamente las limitaciones y disposiciones del 
testamento; b), la proindivisión y las limitaciones durarán necesa­
riamente hasta que el más joven de los hijos de la testadora alcance 
treinta y cinco años; c), la administración y disposición queda 
expresamente substraída a los hijos y el propio testamento impone 
un peculiar régimen de administración colectiva por terceras 
personas; d), en concreto establece cómo ha de ser designada, en 
esta administración colectiva, una única persona «para el ejercicio 
del derecho de voto» «en los casos en que legal o estatutariamente 
fuera precisa dicha actuación individual», y se prevé incluso el 
cotilular que ejercitará los derechos sociales correspondientes' a las 
acciones en el caso de que cese la administración por terceros y en 
tanto dure todavía la indivisión; e), los bienes hereditarios indivi­
sos siguen especialmente afectados al pago de ciertos legados 
establecidos en favor de algunos de los hijos;

Considerando que del cotejo de la certificación del acta de la 
Junta con la escritura de partición y adjudicación de las acciones 
resulta que la persona que aparece ejercitando el derecho de voto 
por los colit.ulares de las acciones que se encuentran en situación 
de indivisión no ha sido designada del modo previsto por la 
testadora, a pesar de que sus disposiciones, por tratarse de una 
indivisión hereditaria impuesta por ella (cfr. artículo 1.051 del 
Código Civil y 62 de la Compilación de Vizcaya y Alava), priman 
sobre las reglas ordinarias de ia copropiedad por lo que en 
consecuencia, no se ha constituido válidamente la pretendida Junta 
universal;

Considerando que el nombramiento de administrador de los 
bienes en división hereditaria, está conferido por la testadora no 
para el propio interés de los nombrados sino para servir el interés 
de la familia; no hay, tampoco, por eso, desdoblamiento del 
derecho de voto y la acción, sino simple legitimación para el 
ejercicio de derechos ajenos, pues los administradores han de 
actuar en nombre y en interés de los cotilulares de las acciones, 
pero, no obstante, el nombramiento no puede ser revocado por los 
herederos fiduciarios porque no proviene de su voluntad sino que, 
por el contrario, les viene impuesto por la testadora, y lo que sí 
cabria es la remoción (cfr. articulo 910 del Código Civil) cuando los 
administradores dieren, con su conducta, causa para ello, pero si tal 
es el caso, ello supone una cuestión que exige pronunciamientos 
previos en esfera distinta de la calificación registral,

Esta Dirección general ha acordado confirmar el acuerdo y la 
nota del Registrador.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico 
a V. S. para su conocimiento y demás efectos.

Madrid. 17 de marzo de 1986, el Director general, Gregorio 
García Ancos.

Sr. Registrador mercantil de Vitoria.


